
III. Otras disposiciones

PRESIDENCIA DEL GOBIERNO

16222 REAL DECRETO 1660/1979, de 29 de junio, por el 
que se encomiendan al Ministerio de Obras Públi­
cas y Urbanismo las funciones de supervisión, di­
rección, inspección y vigilancia en los proyectos 
y obras hidráulicas a cargo del Consejo de Admi­
nistración de las Minas de Almadén y Arrayanes 
para la explotación del yacimiento de «El Entredi­
cho».

La puesta en explotación del yacimiento de cinabrio de «El 
Entredicho», en el término municipal de Almadenejos (Ciudad 
Real) requiere el desvío del río Valdeazogues y la construcción 
de un embalse en aquel término municipal, mediante la reali­
zación de las correspondientes obras que son a cargo del Con­
sejo de Administración de las Minas de Almadén y Arrayanes.

Estas obras consisten en una presa de derivación y unos ca­
nales en túnel y a cielo abierto.

Es obvia la conveniencia de que el Ministerio de Hacienda 
cuente con la asistencia técnica del de Obras Públicas y Urba­
nismo para la ejecución de tales obras.

Sin embargo, la competencia para la supervisión de proyec­
tos está atribuida en el Reglamento General de Contratos del 
Éstado a los distintos Departamentos a los que correspondan las 
obras; igual ocurre con las competencias relativas a la designa­
ción de servicio y dirección, inspección y vigilancia de obra en 
el pliego de cláusulas generales del contrato.

Por ello es necesario autorizar expresamente que, en este 
caso, estas funciones las ejerza el Ministerio de Obras Públicas 
y Urbanismo.

En su virtud, a propuesta de los Ministros de Hacienda y de 
Obras Públicas y Urbanismo, y previa deliberación del Consejo 
de Ministros en su reunión del día veintinueve de junio de mil 
novecientos setenta y nueve,

DISPONGO:

Artículo único.—En las obras hidráulicas que se precisen rea­
lizar para la puesta en explotación del yacimiento de cinabrio 
de «El Entredicho», con cargo a los fondos del Consejo de Ad­
ministración de las Minas de Almadén y Arrayanes, correspon­
derán al Ministerio de Obras Públicas y Urbanismo las funcio­
nes de dirección, inspección y vigilancia de las obras, así como 
la expedición de las certificaciones de obra precisas para su pa­
go, que habrán de hacerse a cargo de los créditos presupuesta­
rios del Consejo de Administración de las Minas de Almadén y 
Arrayanes.

A estos efectos, los proyectos deberán ser supervisados por el 
Ministerio de Obras Públicas y Urbanismo, y el Ministerio de 
Hacienda podrá señalar, en los pliegos de cláusulas particula­
res de contratación el Servicio del Ministerio de Obras Públicas 
y Urbanismo al que quede adscrita la ejecución de las obras, 
previo acuerdo con este Departamento.

Dado en Madrid a veintinueve de junio de mil novecientos 
setenta y nueve.

JUAN CARLOS

El Ministro de la Presidencia,
JOSE PEDRO PEREZ-LLORCA Y RODRIGO

MINISTERIO DE JUSTICIA

16223 ORDEN de 26 de mayo de 1979 por la que se hace 
pública la sentencia recaída en el recurso conten- 
cioso-administrativo interpuesto por el Notario de 
Vigo, don Luis Solano Aza.

Ilmo. Sr.; un el recurso contencioso-administrativo interpues­
to por el Notario de Vigo, don Luis Solano Aza, contra la Re­
solución de la Dirección General de los Registros y del Notaria­
do de 7 de diciembre de 1976 y la desestimación, por vía de si­
lencio administrativo, del recurso de reposición formulado con­
tra la misma, sobre instrucción de expediente disciplinario, la

Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial 
de La Coruña ha dictado, con fecha 31 de marzo de 1979, la sen­
tencia cuya parto dispositiva dice así:

«Fallamos: Que en el recurso contencioso-administrativo in­
terpuesto por don Luis Solano Aza, Notario de Vigo, del Ilustre 
Colegio Notarial de La Coruña, contra Resolución de la Direc­
ción General de los Registros y del Notariado de siete de di­
ciembre de mil novecientos setenta y seis, confirmada en repo­
sición por la doctrina del silencio administrativo, que desestimó 
el recurso de alzada formulado contra la dictada por la Junta 
directiva de dicho Colegio el treinta de septiembre anterior, que 
impuso al recurrente la sanción disciplinaria de apercibimiento, 
debemos declarar y declaramos la nulidad del procedimiento 
administrativo desde el momento anterior a la propuesta de re­
solución formulada por el instructor del expediente, a cuya fase 
deberá retrotraerse para que se . continúe con arreglo a derecho, 
dando cumplimiento especialmente a los trámites omitidos a que 
se hace referencia en los fundamentos de esta Resolución, por 
ser así procedente de conformidad con el ordenamiento jurídico; 
no hacemos declaración sobre el pago de costas.»

Y en su vista,
Este Ministerio, de conformidad con lo establecido en los ar­

tículos 103 y siguientes de la Ley reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa de 27 de diciembre de 1956, ha dis­
puesto que se cumpla en sus propios términos la sentencia 
referida.

Lo que digo a V. I. para su conocimiento y demás efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 26 de mayo de 1979.

CAVÉRO LÁTAILLADE

Ilmo. Sr. Director general de los Registros y del Notariado.

16224 RESOLUCION de la Dirección General de los Regis­
tros y del Notariado en el recurso gubernativo in­
terpuesto por el señor Abogado del Estado de la 
provincia contra la calificación del Registrador de 
la Propiedad de Mataró, suspendiendo la anotación 
de un mandamiento de embargo.

Ilmo. Sr.: En el recurso gubernativo interpuesto por el se­
ñor Abogado del Estado de la provincia contra la calificación 
del Registrador de la Propiedad de Mataré, suspendiendo la 
anotación de un mandamiento de embargo pendiente en este 
Centro en virtud de apelación del recurrente;

Resultando que en expediente de apremio instruido por el 
Recaudador de Contribuciones de la zona de Mataré contra la 
«Sociedad Anónima Fábregas de Caralt», se procedió al embar­
go, entre otros bienes, de cuatro fincas urbanas propiedad de 
la misma, situadas en el término municipal de Mataré, cuya 
descripción y datos de situación figuran en el mandamiento de 
anotación de embargo dirigido al señor Registrador de la Pro­
piedad;

Resultando que presentado en el Registro el anterior docu­
mento, fue calificado con nota del tenor literal siguiente: «Apa­
reciendo sobre las fincas que se comprenden en el precedente 
mandamiento anotación de tenerse por solicitada la declaración 
de suspensión de pagos del deudor embargado, "Sociedad Anó 
nima Fábregas de Caralt”, en virtud de auto dictado por el 
Juez de Primera Instancia número uno de los de este partido, 
en fecha 20 de diciembre de 1074, se ha suspendido la anotación 
de embargo ordenada en el anterior mandamiento, por el de­
fecto subsanable de no contener la salvedad de "no llegar a la 
ejecución mientras no se haya terminado el referido expediente 
de suspensión de pagos”, conforme con lo dispuesto en el ar­
tículo 9 de la Ley de Suspensión de Pagos y doctrina de la 
Dirección General de los Registros, al no hallarse el presente 
supuesto comprendido en el artículo 194 de la Ley Hipotecaria 
y 12 de la Administración y Contabilidad del Estado. En su 
lugar, tomo anotación de embargo de suspensión por el plazo 
de sesenta días, en donde indican los cajetines puestos al mar­
gen de la descripción de cada una de las fincas comprendidas 
en dicho mandamiento. Se ha dado cumplimiento a lo dispues­
to en el artículo 485 del Reglamento Hipotecario»;

Resultando que el Abogado del Estado, en la representación 
que ostentaba, interpuso recurso gubernativo contra la ante­
rior calificación y alegó que no puede aceptar la calificación 
denegatoria de la anotación preventiva de embargo solicitada,
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por cuanto el Estado tiene derecho a instar tal anotación, que 
el señor Registrador tiene la obligación de practicar, aun en 
los casos en que conste en el Registro la suspensión de pagos 
de la Entidad deudora; que a esta conclusión se llega exami­
nando los artículos 4 y 9 de la Ley de Suspensión de Pagos; 
142 y 175, número 4, del Reglamento Hipotecario, y 83 del 
Reglamento de Registro Mercantil de los que se deduce que 
la anotación preventiva de suspensión de pagos, así como la 
del convenio de acreedores, es una anotación o inscripción de 
incapacidad, con la finalidad de advertir a terceros de las li­
mitaciones de las facultades de disposición del suspenso, pero 
sin que tal anotación suponga el cierre absoluto o indiscrimi­
nado del acceso al Registro de la Propiedad, especialmente si 
el acto posterior que se pretende registrar no dimana del sus­
penso. sino del Estado; que en los artículos 72 de la Ley de 
Administración y Contabilidad, 136 de la Ley General Tributa­
ria y 93 del Reglamento General de Recaudación se determina 
que el procedimiento de apremio tiene carácter exclusivamente 
administrativo y no procede la suspensión del mismo, salvo en 
los casos de pago, garantía bancaria, consignación o tercería, 
por lo que, constituyendo la anotación de embargo por débitos 
tributarios uno de los trámites del procedimiento de apremio, 
su denegación por el Registrador supone una suspensión o pa­
ralización dé dicho procedimiento, totalmente injustificada y 
contraria a los citados preceptos; que el articuló 9, 9.°, de la 
Ley de Suspensión de Pagos, aunque prevé la suspensión de 
los embargos y administraciones judiciales del suspenso, no 
puede entenderse que cambie la competencia de la Adminis­
tración sobre los procedimientos de su orden, por cuanto los 
apremios administrativos deben quedar excluidos de dicha sus­
pensión automática, no sólo por la literalidad del precepto, 
que alude solamente a los embargos judiciales, sino porque en 
otro caso se conculcaría el principio básico contenido en el 
párrafo 3.° del artículo 7.° de la Ley de Administración y Con­
tabilidad y el artículo 136 de la Ley General Tributaria, que 
previene que, en ningún caso, Se suspenderán los procedimien- 
tos de apremio, salvo pago, aval bancario o consignación de 
la deuda; que como normativa especial cabe citar la regla 
49, 2. de la Instrucción General de Recaudación, de 24 de ju­
lio de 1969, que establece que «el procedimiento de apremio no 
será acumulable a los judiciales ni se suspenderá aunque el 
deudo comerciante haya solicitado declaración de hallarse en 
suspensión de pagos»;

Resultando que el Registrador informó que ha de observarse 
que, en contra de la afirmación del señor Abogado del Estado, 
no ha sido denegada la anotación preventiva por defecto sub­
sanable por el plazo de sesenta días, a partir de la fecha del 
asiento, anotación que ya había caducado cuando se interpuso 
el recurso, por lo que no cabe la extensión de la anotación 
marginal solicitada; que cuando el deudor a la Hacienda se en­
cuentra en estado de suspensión de pagos, ha de tenerse en 
cuenta, además de los preceptos legislativos citados por el re­
currente, el artículo 9 de la Ley de Suspensión de Pagos, se­
gún el cual hay que distinguir los procedimientos ordinarios 
de los ejecutivos en que se persiguen bienes especialmente hi­
potecados o pignorados, ya que, salvo en estos últimos, la eje­
cución de la sentencia que se pronuncie quedará en suspenso 
hasta que concluya el expediente, lo cual es consecuencia de 
la situación de igualdad en que deben encontrarse todos los 
acreedores que no tengan el carácter de privilegiados; que el 
Impuesto sobre Sociedades y Exacción para la Protección del 
Libro Español, que dan lugar a la incoación del procedimien­
to de apremio, origen del recurso, no están comprendidos en 
los artículos 194 de la Ley Hipotecaria y 12 de la Administra­
ción y Contabilidad por lo que carecen de la condición de crédi­
tos singularmente privilegiados, por lo que tampoco gozan, a 
efectos del expediente de suspensión de pagos, de la facultad 
que se establece en el artículo 15 de la Ley especial de abstener­
se de concurrir a la Junta para la aprobación del convenio; que 
por todo ello —como dice la Resolución de 22 de noviembre de 
1973—, teniendo el mandamiento a todos los efectos la misma 
virtualidad que si emanase de la autoridad judicial (artículo 
44, 2, del Reglamento General de Recaudación), es indudable 
que se está en el caso del párrafo 4.° del artículo 9 de la 
Ley de Suspensión de Pagos, y dada la naturaleza cautelar y 
de garantía que el embargo supone, cabe estimar que la anota­
ción podría realizarse con el fin de permitir al interesado el 
aseguramiento de sus derechos, pero sin que la misma permita 
llegar a la ejecución mientras no se haya terminado el expe­
diente, salvedad que no contiene el mandamiento calificado y 
que es preciso hacer constar; que el Decreto de 22 de junio 
de 1967, que se refiere a un litigio surgido entre Delegación de 
Hacienda y Audiencia Territorial, señaló la inexistencia de con­
flicto de jurisdicciones, reduciendo la cuestión a una incompa­
tibilidad entre dos embargos, atribuyendo la preferencia al 
anterior en fecha; en este caso, el judicial, e indicando que 
«el embargo administrativo no puede prosperar sobre unos 
bienes que ya estaban embargados por el Juzgado hasta que no 
queden libres de esta traba anterior»; que en cuanto a la regla 
42, 2, de la Instrucción General de Recaudación, alegada por 
el recurrente como normativa especial, debe ser completada 
por lo dispuesto en su párrafo 2.°, según el cual sólo cuando 
los bienes embargados en procedimiento de apremio lo han 
sido con anterioridad a la declaración del concurso o de la 
quiebra del deudor, la Administración continuará la tramita­

ción de aquél, pero en el presente caso no cabe aplicar dicho 
precepto, pues la anotación de suspensión ha sido practicada 
con anterioridad a la solicitada por el Recaudador, dándose, 
por ello, precisamente, el supuesto contrario;

Resultando que el Presidente de la Audiencia confirmó la 
nota del Registrador por razones análogas a las expuestas por 
este funcionario;

Vistos los artículos 1.923 y 1.924 del Código Civil, 913 del 
Código de Comercio, 168 y 194 de la Ley Hipotecaria y 142 y 
165, 4.°, del Reglamento para su ejecución; la Ley de Suspen­
sión de Pagos de 26 de julio de 1922, la Ley de Administración 
y Contabilidad del Estado de 1 de julio de 1911, artículo 136 
de la Ley General Tributaria, el Reglamento General de Recau­
dación de 14 de noviembre de 1968 y la Instrucción de 24 de 
julio de 1969; los Decretos de 11 de mayo de 1932, 2 de noviem­
bre de 1967, 4 de julio de 1969 y 30 de abril de 1970, las senten­
cias del Tribunal Supremo de 27 de febrero de 1957 y 4 de 
julio de 1966 y las Resoluciones de este Centro de 15 de fe­
brero de 1962, 14 de noviembre de 1968, 14, 15 y 16 de diciem­
bre de 1971 y 23 de noviembre de 1973;

Considerando qúe el examen de este recurso plantea la cues­
tión de si puede practicarse la anotación de embargo en los 
términos en que aparece redactado el mandamiento, dada la 
constancia anterior en los libros regístrales de la situación de 
suspeensión de pagos al deudor;

Considerando que esta materia, en la que hay que cohenestar 
una serie de disposiciones diversas —Código de Comercio, Ley 
de Suspensión de Pagos, Código Civil. Ley Hipotecaria, Ley Ge­
neral Tributaria, Ley de Contabilidad del Estado de 1911, vi­
gente en el momento en que se plantea el supuesto; Regla­
mento y la Instrucción General de Recaudación y disposicio­
nes concordantes—. obliga, en primer lugar, a examinar la na­
turaleza del crédito estatal, que provoca su impago, la petición 
a través del correspondiente procedimiento administrativo de 
la solicitud de anotación de embargo de bienes de un deudor 
que ya ha sido declarado en suspensión de pagos;

Considerando que el crédito reclamado —Impuesto sobre So­
ciedades y exacción para la protección del libro español— ni 
tiene la naturaleza de singularmente privilegiado, por no en­
contrarse comprendido dentro de los señalados en los artícu­
los 1.923 y 1.924 del Código Civil, 913 del Código de Comercio, 
y, muy especialmente, en el artículo 12 de la Ley de Contabi­
lidad de 1911, y 194 de la Ley Hipotecaria, y, en consecuencia, 
su titular no goza del derecho de abstención reconocido a esta 
clase de acreedores en el artículo 15 de la Ley de Suspensión 
de Pagos;

Considerando que la regla 49 de la Instrucción General de 
Recaudación y Contabilidad, de 24 de julio de 1969, ratifica el 
criterio sustentado ya desde el Decreto de competencias de 11 
de mayo de 1932, de que no se suspende un procedimiento ad­
ministrativo de apremio por el hecho de que el deudor comer­
ciante hubiese solicitado declaración de hallarse en estado de 
suspensión de pagos, pues de no ser así supondría que la Ha­
cienda Pública concedía una moratoria en el cobro de sus im­
puestos, no autorizada por Ley alguna, con vulneración del ar­
tículo 5.° de la en ese momento vigente Ley de Administra­
ción y Contabilidad, de 1911, con el positivo peligro para la 
integridad de la soberanía tributaria del Estado, la eficacia de 
sus procedimientos recaudatorios y las supremas necesidades 
e intereses que amparan;

Considerando, no obstante,, que esta doctrina general apa­
rece matizada por otra muy reiterada, de la que es principal 
exponente el Decreto de la Presidencia de 30 de abril de 1970, 
relativo a un expediente de suspensión de pagos que, tras 
sentar aquel principio general, declara que en caso de que el 
embargo judicial ostente prioridad temporal sobre el adminis­
trativo, seguirá gozando de preferencia sobre éste, sin que se 
pierda esta preferencia por la incidencia de un expediente de 
suspensión de pagos, de todo lo cual se deduce que, si el pro­
cedimiento administrativo fue anterior a la suspensión de pagos, 
habrá que atenerse a él, siempre que estuviese ultimado, pero 
en caso contrario, se verá afectado, una vez se haya dictado la 
providencia judicial que admite a trámite el expediente de sus­
pensión; criterio que aparece afirmado igualmente por este Cen­
tro directivo en diferentes Resoluciones que pusieron de ma­
nifiesto, además, que ello no implicaba exigencia alguna de 
acumulación o suspensión de procedimiento, sino simplemente 
el cumplimiento de lo ordenado en el artículo 9 de la Ley de 
Suspensión de Pagos;

Considerando, por último, que al carecer —como ya se ha 
puesto de relieve en la Resolución de 14 de diciembre de 1971— 
el crédito del carácter de singularmente privilegiado y tener 
el mandamiento a todos los efectos la misma virtualidad que 
si emanase de la autoridad judicial, según el artículo 44, 2.°, 
del Reglamento General de Recaudación, y dada la naturaleza 
cautelar y de garantía que el mandamiento supone, cabe es­
timar que la anotación podrá realizarse con el fin de permitir 
al interesado el aseguramiento de su derecho, pero sin que la 
misma permita llegar a la ejecución mientras no se haya ter­
minado el expediente de suspensión, salvedad que no contie­
ne el mandamiento calificado,

Esta Dirección General ha acordado confirmar el auto ape­
lado.



Lo que, con devolución del expediente original, comunico 
a V. E. para su conocimiento y efectos.

Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 25 de junio de 1979.—El Director general, Francisco 

Javier Díe Lamana.

Excmo. Sr. Presidente de la Audiencia Territorial de Barcelona.

MINISTERIO DE DEFENSA

16225 ORDEN de 29 de mayo de 1979 por la que se 
dispone el cumplimiento de la sentencia de la 
Audiencia Nacional, dictada con fecha 8 de febrero 
de 1979 en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don Manuel Menéndez Manjón.

Excmo. Sr..- En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Manuel 
Menéndez Manjón, quien postula por sí mismo, y de otra, como 
demandada. 1.a Administración Pública, representada y defendi­
da por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Minis­
terio de Defensa de 5 de diciembre de 1977 y 31 de marzo 
de 1978, se na dictado sentencia con fecha 8 de febrero de 1979, 
cuya parte diapositiva es como sigue:

«Fallamos: Que debemos estimar y estimamos el recurso in­
terpuesto por don Manuel Menéndez Manjón contra la resolución 
det Ministerio de Defensa de fecha cinco de diciembre de mil 
novecientos setenta y siete, que denegó al recurrente el derecho 
a percibir el complemento de destino por responsabilidad en la 
función, y contra, la resolución de la misma autoridad, de fecha 
treinta y uno de marzo de mil novecientos setenta y ocho, que 
desestimó el recurso de reposición formulado contra la anterior, 
cuyos actos administrativos expresamente anulamos y dejamos 
sin efecto, por no ser ajustados a derecho, y en su lugar 
declaramos que el recurrente tiene derecho a percibir el com­
plemento 'o1 citado, con efectos económicos'desde el momento 
en que dejó de percibirlo-, sin hacer imposición de costas.

Así, por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos.»

En su virtud, este Ministerio, de conformidad con lo esta­
blecido en la Ley reguladora da la Jurisdicción Contencioso- 
Aíministrativa de 27 de diciembre de 1956 («Boletín Oficial del 
Estado» número 363). ha dispuesto que se cumpla en sus pro­
pios términos la expresada sentencia.

Lo digo a V. E. para su conocimiento y demás efectos.
Dios guarde a V E. muchos años.
Madrid 2S de mayo de 1979.

RODRIGUEZ SAHAGUN

Fumo. Sr. Subsecretario.

16226 ORDEN de 29 de mayo de 1979 por la que se 
dispone el cumplimiento de la sentencia del Tri­
buna. Supremo, dictada con fecha 20 de febrero 
de 1979 en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por el Teniente Coronel de Infantería, 
Caballero Mutilado Permanente, don José Medina 
Fonolla.

Excmos. Sres,.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Su­
premo, entre partes, de una, como demandante, don José Me­
dina Fonolla Teniente Coronel de Infantería, Caballero Mutila­
do Permanente, quien postula por si mismo, y de otra, como 
demandada la Administración Pública, representada y defendi­
da por el Abogado del Estado, contra resolución del Ministerio 
del Ejército que, por silencio administrativo, le deniega el com­
plemento de función, se ha dictado sentencia con fecha 20 de 
febrero de 1979, cuya parte dispositiva es como sigue:

• Fallamos: Que estimando el recurso contencioso-administra­
tivo interpuesto por la representación de don José Medina Fo­
nolla, Teniente Coronel de Infantería, Caballero Mutilado Per­
manente, contra denegación presunta, por silencio administra­
tivo, de la reclamación de abono del complemento de función 
efectuada en cuatro de marzo de mil novecientos setenta y 
cinco, ante el Ministerio del Ejército, declaramos el derecho 
del recurrente" a seguir percibiendo tal complemento, con abono 
de las cantidades dejadas de percibir desde uno de marzo 
de mil novec entos setenta y cinco-, sin hacer especial imposi­
ción de costas.

Así, por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bole­
tín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legislativa”, 
definitivamente jungando, lo pronunciamos, mandamos y fir­
mamos.»

En su virtud, este Ministerio ha tenido a bien disponer se 
cumpla en sus propios términos la referida sentencia, publicán­
dose el aludido fallo en el «Boletín Oficial del Estado», todo ello 
en cumplimiento de lo prevenido en el artículo 105 de la Ley 
de lo Contencioso-Administrativo de 27 de diciembre de 1956 
(«Boletín Oficial del Éstado» número 363).

Lo que por la presente Orden ministerial digo a VV. EE para 
su conocimiento y efectos consiguientes.

Dios guarde a VV EE muchos años.
Madrid, 29 de mayo de 1979.

RODRIGUEZ SAHAGUN

Excmos Sres Subsecretario y General Director de Mutilados 
de Guerra por la Patria.

16227 ORDEN de 7 de junio de 1979 por la que se dis­
pone el cumplimiento de la sentencia de la Audien­
cia Nacional, dictada con fecha 23 de enero de 
1979, en el recurso contencioso-administrativo in­
terpuesto por el Brigada Condestable don José 
Jesús Nicolás.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección tercera de la Audiencia Na­
cional, entre partes, de una, como demandante, don José Jesús 
Nicolás, quien postula por sí mismo, y de otra, como demanda­
da, la Administración Pública, representada y defendida por el 
Abogado del Estado, contra la resolución del señor Ministro 
de Marina de 5 de octubre de 1976, que le denegó la concesión 
de la Medalla de Sufrimientos por la Patria, se ha dictado sen­
tencia con fecha 23 de enero de 1979, cuya parte dispositiva 
es como sigue:

«Fallamos: Que debemos desestimar y desestimamos el re­
curso interpuesto por don José Jesús Nicolás, contra la re­
solución del Ministerio de Marina de fecha cinco de octubre 
de mil novecientos setenta y seis, que denegó a aquél la con­
cesión de la Medalla de Sufrimientos por la Patria, y contra 
la resolución de la misma autoridad, de fecha veinticinco de 
enero de 1977, que desestimó el recurso de reposición formulado 
contra la anterior, por los indicados actos administrativos ajus­
tados a derecho, sin hacer imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos.»

En su virtud, este Ministerio, de conformidad con lo esta­
blecido en la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso- 
Administrativa de 27 de diciembre de 1956 («Boletín Oficial del 
Estado» número 363), ha dispuesto que se cumpla en sus pro­
pios términos la expresada sentencia.

Lo que digo a V. E. para su conocimiento y demás efectos.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 7 de junio de 1979.

RODRIGUEZ SAHAGUN

Excmo. Sr. Almirante Jefe del Estado Mayor de la Armada.

16228 ORDEN de 13 de junio de 1979 por la que se dis­
pone el cumplimiento de la sentencia de la Audien­
cia Territorial de Madrid, dictada con fecha 16 de 
marzo de 1979. en el recurso contencioso-adminis­
trativo interpuesto por don Bernabé Carrasco Ale­
jandre.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Segunda de lo Contencioso- 
Administrativo de la Audiencia Territorial de Madrid, entre par­
tes, de una, como demandante, don Bernabé Carrasco Alejan­
dre. quien postula por sí mismo, y de otra, como demandada, 
la Administración Pública, representada y defendida por el 
Abogado del Estado, contra los acuerdos de la Dirección General 
de la Guardia Civil de 5 de noviembre de 1975 y del Ministerio 
del Ejército de 1 de marzo de 1976, se ha dictado sentencia con 
fecha 16 de marzo de 1979, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que no dando lugar a las dos causas de inadmi­
sibilidad, de acto irrecurrible por norma de rango legal y de 
falta de legitimación activa, alegada por la Abogacía del Estado, 
debemos estimar y estimamos, sólo en parte, el recurso conten­
cioso-administrativo interpuesto por don Bernabé Carrasco Ale­
jandre contra los acuerdos de la Dirección General de la Guar­
dia Civil de cinco de noviembre de mil novecientos setenta y 
cinco y del Ministerio del Ejército de uno de marzo de mil 
novecientos setenta y seis, por no ser conformes con el ordena­
miento jurídico, y, en su consecuencia los anulamos y declara­
mos el derecho del recurrente a que se lg tramite y resuelva, 
por la Administración competente, su solicitud de concesión 
de la Cruz de la Constancia en el Servicio con arreglo a la Ley 
quince, de cuatro de agosto de mil novecientos setenta, y a las


